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La Responsabilidad Social Empresa-rial (RSE) representa el desafío deorganizar las relaciones económico-
sociales y medioambientales en un contexto
globalizado, yendo mÆs allÆ de lo social para
convertirse en sostenible. Si bien la RSE
representa una opción altamente positiva,
han de superarse las convergencias de facha-
da, los meros ejercicios retóricos. Si atende-
mos a las conclusiones del Foro Europeo Mul-
tistakeholder, la RSE corre el riesgo de ser
«capturada» por los intereses empresariales,
modulando una política de RSE a la medida
de sus necesidades estratØgicas y de sus
inquietudes a corto plazo. «Existe el peligro
de que la RSE se convierta en una autØntica
burbuja especulativa, en una especulación
teórica, ideológica, y no hace falta decirlo,
publicitaria»1.
Un ambiente propicio para la RSE ha de
ser la suma del conjunto de motivaciones, ins-
trumentos y capacidades humanas e institu-
cionales en la que tienen y deben tener cabida
tanto actores pœblicos como privados, tenien-
do en cuenta tanto los estÆndares y prÆcticas
internacionales como las prioridades y parti-
cularidades nacionales y locales.
El presente trabajo pretende ofrecer una
reflexión sobre las razones que fundamentan
la necesidad de intervención legal para la
integración de la responsabilidad social en
las empresas y las políticas pœblicas, y los
principales problemas que afectan al diseæo
de políticas pœblicas de RSE, esbozando un
marco para la valoración del actual estatus
de las prÆcticas de responsabilidad social
empresarial a nivel nacional. 
1. FUNDAMENTOS ECONÓMICOS
Y SOCIALES DE LA RSE
Cuando se aborda el margen de actuación
de las políticas pœblicas en materia de RSE,
resulta insoslayable traer a colación, aunque
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sólo sea en el marco exclusivamente teórico,
el debate sobre su voluntariedad frente a la
intervención pœblica.
Muchas veces de forma interesada, se ha
tratado de identificar la obligatoriedad con
regulación y con la iniciativa pœblica, a favor
de unas iniciativas privadas que renunciaban
a un acercamiento riguroso a la RSE. «La pre-
gunta pertinente no se refiere a la regulación
de la RSE, sino a la política que deben adop-
tar los gobiernos en relación con la RSE.
Debemos preguntarnos quØ política pœblica
necesitamos para desarrollar la RSE; sólo en
este contexto tiene sentido la pregunta sobre
la regulación, que no deja de ser mÆs que un
instrumento, entre otros, de esa política»2.
Hasta ahora, la mayoría de las definicio-
nes de un comportamiento empresarial
socialmente responsable hacen referencia al
carÆcter voluntario de su asunción por la
empresa. La Comisión Europea se ha posicio-
nado definitivamente a favor de este acerca-
miento cuando afirma que la responsabilidad
social de la empresa implica la integración
voluntaria de las preocupaciones sociales y
medioambientales en sus operaciones comer-
ciales y sus relaciones con sus interlocuto-
res3. En todo caso, los promotores empresa-
riales de la RSE han defendido la voluntarie-
dad de su implantación como una si no la
principal ventaja de su desarrollo, justifi-
cando así su misma existencia.
Para los partidarios de la autorregulación,
la intervención pœblica se considera contra-
producente desde el momento en que se corre
el riesgo de que las empresas no asuman
como propios los valores que la filosofía de la
responsabilidad social corporativa trata de
promover. Segœn Ecodes4, la principal nove-
dad aportada por este enfoque radica en que
las demandas sociales de nuevas prÆcticas
empresariales no son intermediadas a travØs
del Estado; en buena parte de los casos se
articulan a travØs de los mercados de produc-
to (consumo responsable) o de capitales
(inversión socialmente responsable ISR).
Se invoca la necesidad de la «convicción
RSC»5 como garantía de su legitimidad y de
minimización de su impacto en el negocio.
Es cierto que no se puede reivindicar el
papel totalizador de la regulación como
garante de los derechos humanos, sociales o
medioambientales en un mundo no sólo cada
vez mÆs globalizado sino cada vez política-
mente mÆs descentralizado. En este sentido,
habrÆ que reconocer y apoyar iniciativas pro-
venientes de los actores sociales como accio-
nes cooperativas que asumen la realidad de
que los seres humanos pertenecen a una com-
pleja red de estructuras sociales cuya concu-
rrencia aumenta la potencialidad y la publici-
dad de las acciones de protección de los dere-
chos de los distintos grupos de interØs. Sin
embargo, polarizar el debate sobre la RSE en
iniciativa pœblica versus compromisos volun-
tarios, lejos de resultar simplista puede ser
de utilidad para asociar la RSE a las mœlti-
ples dimensiones y niveles en los que opera6.
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En efecto, de la definición tradicional de la
RSE asociada a la filantropía, se ha pasado a
un comportamiento empresarial socialmente
responsable que considera distintas dimen-
siones: así desde los contenidos, la RSE signi-
fica atender a la observancia de los derechos
humanos, laborales, medioambientales. Des-
de el punto de vista del proceso de su implan-
tación, la estrategia corporativa, la transpa-
rencia, la rendición de cuentas, el ciclo de pro-
ducto o cadenas de valor, o la que emana de
los compromisos comerciales internacionales.
Sin embargo, el verdadero trasfondo de la
RSE se halla en un problema de legitimidad.
El debate sobre la intervención pœblica frente
a la iniciativa privada se corresponde con un
estadio incipiente de la protección de los dere-
chos de los stakeholders y dejarÆ de tener ver-
daderamente significado cuando la calidad de
la RSE o su Øxito dependa exclusivamente de
la relación que mantienen con sus respectivos
grupos de interØs7. Es decir, cuando se pase,
en palabras de Mark Goyder, del «cumpli-
miento RSC» a la «convicción RSC». Hasta
entonces, no es lo mismo el debe que el ser,
las desideratas que los hechos, el alegato que
la certeza social: la convicción RSE depen-
derÆ, en definitiva, de la capacidad de la
empresa de interiorizarla en su estrategia
empresarial y del establecimiento de una
relación recíproca entre la creación de valor
para la propia empresa y la sociedad.
Esta concepción de la RSE como un proble-
ma de legitimidad tiene dos vertientes: una
ideológica, enraizada en el socialismo huma-
nista y democrÆtico, y otra económica.
No hay que olvidar que la RSE surge en un
contexto de creciente atención y demanda
pœblicas respecto a los impactos negativos de
la actividad empresarial. En los aæos 80 se
asistió a una creciente conciencia pœblica
sobre el papel de los negocios en la sociedad
tras desastres medioambientales y sociales
como los de Bhopal, Chernobyl y Exxon Val-
dez. Junto a ello, a principios de los aæos 90,
el Informe Brundtland (1987) y la Cumbre de
Rio (1992)8 inspiraron un concepto de desa-
rrollo mÆs allÆ del crecimiento económico y de
la continua generación de riqueza definida
exclusivamente en tØrminos financieros para
abarcar conceptos de equidad intra e interge-
neracional y de calidad de vida. Se hablaba de
desarrollo sostenible como el desarrollo que
satisfacía las necesidades del presente sin
comprometer las capacidades de las futuras
generaciones para satisfacer las suyas.
En este contexto, desde un punto de vista
ideológico, se puede decir que la RSE es una
manifestación, una variante del tema de la
«función social de la propiedad». Es decir, que
la propiedad, privada y pœblica, tienen que
tener una legitimidad de origen y una legiti-
midad de ejercicio que se justifica por su fun-
ción social. La RSE no sería mÆs que la forma
concreta en que se ejerce esta «función social»,
en el caso de la propiedad de una empresa, o
mejor, de la titularidad de una sociedad que
detenta la propiedad de una empresa. Por eso
algunos hablan de Responsabilidad Social
Empresarial frente a Corporativa, que pres-
cinde del concepto de «sociedad» para ir, mÆs
clara y directamente, al nœcleo de la actividad
económica, a partir de la cual se ejerce la fun-
ción social de la propiedad9.
Desde una perspectiva económica, la RSE
va a suponer un nuevo modelo de gestión de
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las externalidades de la acción empresarial
en lo económico, social y medioambiental. 
Segœn la microeconomía y las finanzas
neoclÆsicas, en mercados competitivos, con
información perfecta y ausencia de externali-
dades, el beneficio social se logra cuando
todas las empresas consiguen maximizar su
valor en el mercado. En el primer teorema de
la economía del bienestar de Pareto, la ópti-
ma asignación de recursos y por ende, la efi-
ciencia económica y social, se consigue sólo
cuando todos los agentes económicos maximi-
zan su función de utilidad y alcanzan un pun-
to en el que ninguno de ellos puede mejorar si
no es a costa de que otro empeore.
Segœn esto, la eficiencia social sólo puede
alcanzarse sobre la base de criterios de racio-
nalidad económica, adoptando las decisiones
en el Æmbito económico sin tener en cuenta el
impacto que puedan ejercer las actividades
empresariales sobre el medioambiente y la
sociedad. De ahí que adoptar voluntariamen-
te criterios sociales o medioambientales adi-
cionales a los mínimos legales, llevaría a una
asignación ineficiente de los recursos y a una
disminución del bienestar social.
Sin embargo, la lógica que subyace en esta
tesis de racionalidad económica, sitœa, como
eje de la actividad económica, comportamien-
tos individualistas de los agentes económicos
(sin tener en cuenta al consumidor como tal)
excluyendo la posibilidad de comportamien-
tos cooperativos en estrategias a largo plazo y
de que las prÆcticas de RSE pueden ser œtiles
para reducir los fallos de mercado derivados
de las asimetrías de información y las exter-
nalidades negativas. AdemÆs, esta visión
implica la renuncia a la constitución de acti-
vos intangibles como la reputación o la marca
que son valorados por el consumidor.
Cuando las empresas asumen el coste de
incorporar alguno de los criterios de RSE, en
realidad estÆn internalizando los efectos de
las externalidades negativas generadas por
sus actividades que repercuten sobre los gru-
pos de interØs. Cuando en «El problema del
coste social» Coase criticó a Pigou por una
visión demasiado estrecha de las externalida-
des, Coase argumentaba que la tradición
pigoviana rechazaba completamente las
dimensiones recíprocas del problema de las
externalidades. Coase afirmaba que el pro-
blema no era ya el de perjudicar al otro, sino
una situación con incompatible distribución
de los recursos, vista desde una perspectiva
social. 
La RSE, entendida como gestión de las
externalidades, ha de tener presente en todo
momento estas relaciones recíprocas, que han
de entenderse como la identificación de los
grupos de interØs por una parte, y los incenti-
vos e instrumentos de gestión10, de otra. Sin
estas correlaciones, la RSE estarÆ abocada al
fracaso. Así por ejemplo, los incentivos han de
entenderse no sólo para los empresarios, sino
tambiØn para todos los que se relacionan con
la compaæía: para el cliente, atendiendo a su
demanda ofreciendo precios competitivos y
bienes y servicios de calidad; para los provee-
dores, pagando precios justos por sus produc-
tos o servicios y sin abusar del poder de mer-
cado, y para los empleados, preservando y
creando empleo, pagando salarios justos y
dando formación, estabilidad y motivación.
2. LA RSE COMO PROCESO
DEMOCR`TICO
La RSE, como gestión de las externalida-
des, lleva a considerar que el diseæo de un sis-
tema sostenible de RSE debe tener en cuenta
distintos aspectos que irían desde los pura-
mente democrÆticos, como la identificación
de los stakeholders y sus necesidades, hasta
otras cuestiones mÆs tØcnicas como el proceso
de implantación de la estrategia de RSE en la
empresa o la minimización del impacto del
ciclo de vida del producto o servicio.
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Desde este punto de vista, hay que tener
en cuenta que una concepción unilateral
(empresarial) de la RSE choca con la parado-
ja de que en la raíz misma de la necesidad de
la RSE, se haya el dØficit democrÆtico del pro-
ceso de globalización y de la propia estructu-
ra del mercado.
Como se establece en la Declaración de
Granada sobre la globalización, «el nuevo sis-
tema de relaciones económicas, sociales y cul-
turales demanda un orden internacional fre-
cuentemente por poderes de escasa o nula
legitimidad democrÆtica. Hasta ahora los
poderes de los Estados nacionales, al menos
los Estados desarrollados, habían logrado
ciertos niveles de justicia social. El desborda-
miento de las fronteras nacionales y la exis-
tencia de problemas humanos graves que ya
no pueden encontrar solución en el marco
estatal exigen una gobernanza y unos pode-
res mÆs efectivos y, sobre todo, mÆs legítimos.
La globalización es un fenómeno nuevo que
ha colocado otra vez a la sociedad internacio-
nal en una especie de estado de naturaleza
que necesita ser sometido a regulación. El
paradigma de la democracia estatal se ha
hecho insuficiente pese a que los Estados
siguen siendo protagonistas del orden inter-
nacional y pueden todavía actuar eficazmen-
te para frenar esos efectos perversos del nue-
vo sistema de relaciones económicas, políti-
cas, sociales y culturales que se hacen reali-
dad mÆs allÆ de las fronteras estatales. Las
pautas de derecho y justicia que son invoca-
das en las relaciones internacionales aumen-
tan cada día su complejidad y diversidad,
pero no aciertan a incrementar su fuerza. Los
organismos internacionales que las animan
son incapaces de imponerlas, y sus discursos
son cada vez mÆs meras exhortaciones mien-
tras la realidad de los intercambios interna-
cionales tiende a hacerse imprevisible y anó-
mica y crecen en ella la injusticia y la desi-
gualdad».
Pero es que ademÆs, la existencia de dese-
quilibrios estructurales en los mercados
entre el consumidor final y el productor o
empresario, reclama la intervención de los
poderes pœblicos.
Si tenemos en cuenta la función económica
del consumidor y su posición estructural en el
sistema de mercado de la competencia, la pro-
tección del consumidor sería objeto de la divi-
sión económica del trabajo. El mercado se
concebiría como un proceso de circulación y
de intercambio de las mercancías organiza-
das, donde el consumo constituye el œltimo
eslabón en un sistema de producción y circu-
lación basado en la división del trabajo, es
decir, la utilización de las mercancías no
como valores de cambio sino como valores de
uso o consumo.
Segœn esto, y en relación con la posición
que ocupan las empresas, el consumidor se
encontraría en una posición de subordinación
estructural en el mercado, ya que, en contra-
posición a los operadores del mismo, los valo-
res de uso son adquiridos por el consumidor
para no volver a ser usados como valores de
cambio, y por tanto, Øste como simple adqui-
rente de tales valores, no estÆ en situación de
poder ejercer poder de mercado alguno o,
como mínimo, de poder organizar un «contra-
poder» que actœe de forma mÆs o menos dura-
dera en el mismo11.
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11 Se apuntan diversas razones para ello: una podría
ser la estructura atomizada del consumo en el proceso
de circulación. Otra razón estribaría en la relativamente
puntual cobertura o satisfacción de las necesidades que
afectan al individuo consumidor. Una tercera podría
encontrarse en la imposibilidad de organizar de forma
duradera los intereses de los consumidores, contraria-
mente a lo que sucede con los intereses empresariales,
de organización relativamente fÆcil.
Desde una perspectiva de RSE, ForØtica en su informe
«Responsabilidad Social de las Empresas, 2004» aborda
el problema de la información asimØtrica entre consumi-
dor y empresa. Mientras que las empresas tienen una
gran cantidad de medios para obtener información œtil a
la hora de analizar sus respectivos mercados (tamaæo,
tendencias de consumo, herramientas de segmentación
de clientes, etc), los consumidores por su parte, carecen
de medios, herramientas y en general, capacidad para
evaluar o comparar las políticas y conductas de las
empresas de las que son clientes. AdemÆs, la informa-
La constatación de esta evidencia es la que
dio lugar al nacimiento del Derecho de pro-
tección del consumidor y nos serÆ de utilidad
para abordar mÆs adelante la cuestión del
poder del consumidor en sus decisiones de
compra de productos y servicios Øticos.
Esta misma confrontación existente en el
mercado entre las esferas individual y colecti-
va la encontramos en la propia tradición de la
protección jurisdiccional de los derechos
humanos. El modelo liberal de sociedad de
mercado establecía una clara distinción entre
las esferas pœblicas y privadas12, dØficit que
todavía hoy no se ha corregido. Y en este con-
texto de «doble barrera» (desequilibrio del
mercado y jurisdiccional) para el acceso de los
particulares a un ejercicio pleno de sus dere-
chos en la esfera internacional, es donde hay
que encuadrar las actuales iniciativas volun-
tarias de RSE.
Junto a la necesidad de situar al individuo
entendido en el sentido amplio de stakehol-
ders como pleno actor en el mercado y en el
Æmbito jurisdiccional, la reconsideración de
las fronteras entre las esferas pœblicas y pri-
vadas y por tanto, de la necesidad de supera-
ción de una perspectiva unilateral de la Øtica
empresarial, surge ademÆs precisamente del
auge de otros actores no gubernamentales,
sobre todo, las empresas multinacionales,
como nuevos centros de influencia13.
Segœn esto, «el concepto de empresa soste-
nible ¿o creación de valor sostenible? se
refiere esencialmente a la evidencia de que a
largo plazo los resultados empresariales
mejoran si se mantienen relaciones no opor-
tunistas con los diferentes grupos de interØs
que concurren en la actividad empresarial:
empleados, clientes, proveedores y comuni-
dades sociales en donde opera»14. De ahí que,
el enfoque integral de la RSE debe atribuir
tanta importancia a los principios y objetivos
en sí mismos como a los procesos que condu-
cen a la obtención de estos objetivos, donde
sin duda la fuente mÆs importante de valor
agregado la constituyen por un lado, la crea-
ción de una verdadera ciudadanía responsa-
ble, y por otra, la rendición de cuentas de los
responsables de políticas y de otros actores
cuyas acciones tienen impacto en los derechos
de las personas.
3. DIMENSIONES DE LA RSE
En definitiva, estas consideraciones obli-
gan a plantear diversos planos en la respon-
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supranational dimension has created new institutional
centres of power which allow MNEs, among others, to
bypass the state machinery and to exercise direct
influence of these institutions which, in turn, directly
exercise power over the individual. Thus bodies such as
the EU or the WTO are perceived as being involved in a
direct relationship with transnational capital, without a
clear system of democratic accountability being in place
to represent other, equally valid, interests. These chan-
ges, in turn, create the perception of MNEs as entities
capable of exerting power over public policy and indivi-
duals without being held accountable. This coincides
with the fear that such powerful entities may disregard
human rights and, thereby, violate human dignity. It
follows that MNEs must be subjected to human rights
responsibilities, notwithstanding their status as creatures
of private law, because human dignity must be protected
in every circumstance.» Muchlinski, P., «Human rights
and multinationals: is there a problem?», International
Affairs, 77, 1 (2001) pp. 31-48.
14 LAFUENTE, A, «La crisis de la creación de valor», p. 8,
en Responsabilidad Social Corporativa. Recopilación de
artículos 2001-2004, Fundación Ecología y Desarrollo.
ción, aunque cada vez de mÆs fÆcil acceso, es de difícil
interpretación. En ocasiones, se precisa de cierta cualifi-
cación tØcnica para poder diferenciar la calidad en la ges-
tión de las empresas a base de criterios de RSE. (p. 30).
12 CHINKIN, Ch., «The dualism between public and
private spheres of activity has been identified as a key
feature of classical, Western liberal thought», EJIL, 1999,
vol. 10, n” 2, pp. 387-395.
13 En una dimensión de Derechos Humanos,
Andrew Clapham identifica tres tendencias que han for-
zado a esta reconsideración. «The first of these is the
emergence of fragmented centres of power including
MNEs- which extend the individuals perception of aut-
horithy- repression and alienation beyond the apparatus
of the state. Second, the definition of the private sphere
has undergone a transformation, due to the emergence
of inter alia the kinds of identity politics .Third, the
sabilidad social empresarial. En primer
lugar, una dimensión externa e interna,
ambas con una interacción mutua en el
diseæo de políticas de RSE. 
1. Desde un punto de vista externo, el
debate sobre la RSE ha de inscribirse en el
anÆlisis de los vínculos entre desarrollo,
comercio y competencia. Las implicaciones de
la RSE desde el punto de vista del desarrollo
son relevantes y estriban en el hecho de que
como han apuntado diversos autores (Simms,
Doane, Ward) los intereses corporativos y las
prÆcticas empresariales son los que controlan
la agenda de la responsabilidad social corpo-
rativa.
«The dominant CSR agenda largely
reflects the concerns of stakeholders based in
high-income countries. It has not yet been
fully connected to the range of «indigenous»
CSR agendas around the world. Yet volun-
tary approaches to setting CSR standards are
now transferring the dominant agenda to
businesses in low and middle-income coun-
tries through supply-chain relations and
other kinds of private business interactions.
This in turn is prompting concerns to address
the impacts of action by businesses to reflect
the demands of the new «fourth party» inter-
ests those of consumers, workers, and citi-
zens in developed countries»15.
Desde este punto de vista, habrÆ que estar
muy atento al impacto de los acuerdos de
libre comercio que incorporan el concepto de
RSE como un marco en la forma de hacer
negocios y en las buenas prÆcticas de las
empresas que se beneficien de este tipo de
acuerdos. En el Acuerdo de Libre Comercio
entre Estados Unidos y Chile, firmado el 6 de
junio de 2003, por primera vez se incluye una
clÆusula sobre RSE en el capítulo ambiental
(art. 19.10), que aunque no tiene un carÆcter
obligatorio en cuanto no obliga a las partes al
cumplimiento de estÆndares, sí marca un
precedente al tipo de comportamiento que se
busca en los negocios entre empresas de
ambos países.
Del mismo modo, un nuevo acuerdo
EEUU-Vietnam en materia de textiles, sus-
crito el 25 de abril de 2005, incorpora una
obligación para las autoridades vietnamitas
de promover la implementación de códigos
RSE a cambio de acceso al mercado nortea-
mericano. Con arreglo a las condiciones del
acuerdo, los ministros de trabajo de los dos
países convinieron en «reunirse para revisar
los avances obtenidos en la consecución del
objetivo de mejorar las condiciones de trabajo
en el sector textil en Vietnam». Este pacto
difiere de un acuerdo similar con Camboya,
en el que se vincula el incremento de las cuo-
tas de exportación de textil a las mejoras de
los derechos de los trabajadores.
Estas clÆusulas, independientemente de
la formalidad que adopten (esquemas de cer-
tificación, etiquetas ecológicas, códigos
voluntarios o guías para aplicación en dis-
tintos sectores) si bien pueden elevar recí-
procamente los estÆndares de responsabili-
dad social, pueden provocar impactos nega-
tivos para los negocios en los países en desa-
rrollo, en la medida en que tienen el poten-
cial de imponer nuevos costes a los empresa-
rios que estØn peor capacitados para respon-
der16. AdemÆs, el impacto del acceso a los
mercados por los instrumentos privados de
RSE no puede controlarse a travØs de los
mecanismos establecidos de la OMC, que
estÆn previstos para iniciativas guberna-
mentales17.
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directa, exigencias de cadena de suministro, o de
comercialización.
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January 2004, p. 36.
Por otro lado, la necesidad de incorporar
políticas de competencia y comerciales
socialmente responsables se enfrenta a los
requerimientos de un sistema global cada
vez mÆs integrado, a la creciente compleji-
dad de las agendas comerciales, la heteroge-
neidad de los sistemas de competencia exis-
tentes, y la necesidad de un marco institu-
cional que apuntale instrumentos y recursos
para políticas de competencia mÆs solida-
rias.
La acción empresarial en la sociedad y en
los mercados globales exige alcanzar altos
niveles de competitividad, que dentro de un
marco de desarrollo sostenible vaya acom-
paæada de una mayor solidaridad y visión Øti-
ca que permita atender temas emergentes
con alto impacto social tales como la protec-
ción del medio ambiente, las nuevas tecno-
logías de la información, la innovación y
transferencia tecnológica y los derechos de
propiedad intelectual, etc. 
2. Este aspecto nos llevaría a la considera-
ción de la RSE en la cadena de valor de las
empresas y a la consideración de la RSE en
un Æmbito interno.
Así, desde un punto de vista intraempre-
sarial, hay varios planos en los que se aplica
la responsabilidad. En primer lugar, la acción
empresarial socialmente responsable implica
conjugar altos niveles de competitividad con
el respeto a los derechos humanos, laborales
y ambientales. 
Esta es quizÆs la dimensión mÆs desarro-
llada de la RSE debido a la temprana defini-
ción de estÆndares internacionalmente acep-
tados, como los estÆndares de la OIT y la
Declaración Universal de Derechos Humanos
de Naciones Unidas.
Por su parte, el tema ambiental es un com-
ponente intrínseco de la RSE. La administra-
ción del impacto ambiental directo de las
empresas se ha enfocado, tradicionalmente, a
la administración del uso de los recursos
naturales, el control de la contaminación, la
gestión de los residuos y el ciclo de vida de los
productos. Actualmente se busca que las
empresas vayan mÆs allÆ de la mera admi-
nistración de sus impactos ambientales  y
que reconozcan cómo dichos impactos inciden
en los problemas ambientales y sociales del
entorno.
Todos estos valores y principios no sólo
han de ir referidos a los accionistas, ejecuti-
vos y trabajadores de la empresa, sino tam-
biØn a aquellos grupos de la sociedad con
algœn vínculo con dicha empresa (stakehol-
ders).
Junto a los anteriores, el tema de la gober-
nabilidad corporativa ha adquirido particu-
lar relevancia a raíz de los escÆndalos finan-
cieros de Enron y WorldCom o de Gescartera
en Espaæa, que han reforzado la preocupa-
ción pœblica por el creciente poder de las
empresas. La gobernabilidad corporativa se
refiere al sistema de reglas y prÆcticas que
dirigen y controlan las empresas. La estruc-
tura de gobernabilidad define la distribución
de derechos y responsabilidades entre los
diferentes actores relacionados con las
empresas junta directiva, accionistas, admi-
nistradores, y otros interesados así como las
reglas y procedimientos para tomar decisio-
nes. Los sistemas de gobernabilidad permi-
ten la transparencia, la justicia y la rendición
de cuentas o accountability del conjunto de
actividades de la empresa, como un requisito
para la integridad y la credibilidad de los
mercados.
Otra dimensión tiene relación con el ciclo
del producto (o cadenas de valor). La RSE
motiva a las empresas a descubrir de quØ
manera sus negocios generan efectos sobre
todo el ciclo de producto o cadena de valor,
desde el proveedor de materias primas hasta
el consumidor final. Ello significa tener que
diseæar sistemas de monitoreo del cumpli-
miento de estÆndares (ambientales y socia-
les) por parte de los proveedores.
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Este tema ha sido especialmente crítico en
el sector textil y particularmente en casos
como los de EdØn, Nike, y Levis. Así por
ejemplo, tras recibir duras críticas por el
empleo de maquiladoras en Asia, Nike esta-
bleció una división interna para verificar el
cumplimiento de estÆndares laborales acep-
tables en toda su cadena de producción, con-
tratando a una firma independiente para
verificar el cumplimiento de sus estÆndares
en materia de RSE.
En otro orden de cosas, el de la transpa-
rencia y rendición de cuentas, la RSE insta a
las compaæías a asegurarse de que todos los
niveles de la jerarquía de las empresas des-
de los empleados hasta la junta directiva
adopten los valores y principios establecidos
y se responsabilicen de su cumplimiento. La
rendición de cuentas consiste no sólo en los
sistemas a travØs de los cuales se gobierna la
empresa, sino en arbitrar mecanismos de
seguimiento y control de los objetivos en
materia de RSE.
Por œltimo y como elementos instrumenta-
les a los anteriores se incluirían:
 las capacidades humanas e institucio-
nes para implementar una política de
RSE en un contexto geogrÆfico o secto-
rial particular.
 el establecimiento de las motivaciones
efectivas de la RSE, que constituye un
pilar en la construcción de un medio-
ambiente óptimo para toda prÆctica de
negocio responsable. Los acercamien-
tos a la RSE por parte de las empresas
pueden entenderse en gran parte como
una respuesta a las acciones internas y
externas que genera la prÆctica empre-
sarial de la RSE. Estas acciones inclu-
yen la consecución de nuevas oportuni-
dades de negocio a travØs de la innova-
ción social y medioambiental, la ges-
tión del riesgo de la reputación, las
campaæas de presión de las ONG o los
sindicatos, la exposición a los medios
de comunicación de las prÆcticas de
empresas individuales o de determina-
dos sectores, la regulación y la litiga-
ción18.
 los instrumentos de implementación de
la RSE, que incluyen la legislación y
regulación, etiquetas y certificados,
códigos de conducta, partenariados
entre diferentes actores, directrices y
guías, sistemas de gestión, y premios.
 una œltima dimensión de la RSE iría
asociada a la eficacia de la asunción de
la RSE por las empresas, lo que llevaría
aparejada la necesidad de instrumentos
de medición. 
En definitiva, teniendo en cuenta todas
estas perspectivas, como diría Halina Ward,
el contenido propio de la RSE sería la gestión
de los costes y beneficios de la actividad
empresarial frente a los stakeholders inter-
nos y externos, desde los trabajadores, accio-
nistas, e inversores hasta los clientes, prove-
edores, sociedad civil, y grupos de la comuni-
dad. «Setting the boundaries for how those
costs and benefits are managed is partly a
question of business policy and strategy and
partly a question of public governance»19.
4. LA INTERVENCIÓN PÚBLICA
COMO MARCO PARA LAS POL˝TICAS
DE RSE
Partiendo de estas premisas, la interven-
ción de los poderes pœblicos encuentra su
razón de ser en distintos argumentos:
1) En primer lugar, por la propia lógica de
toda evolución normativa, la intervención
pœblica en materia de responsabilidad social
corporativa serviría para suplir las carencias
del capitalismo liberal. Un precedente que
nos ayuda a explicar esta dinÆmica lo encon-
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tramos en la expansión horizontal de la nor-
mativa comunitaria.
Así, el objetivo inmediato del original
Tratado de Roma era estimular la integra-
ción económica entre los Estados miembros:
la creación de un «mercado comœn» en el que
bienes, personas, servicios y capitales pudie-
ran moverse libremente entre los Estados
miembros; y de un marco donde las empre-
sas pudieran operar en iguales condiciones
de competencia. En este esquema, los acto-
res sociales eran vistos como los œltimos
aunque indirectos beneficiarios de los logros
económicos de la Comunidad: un mercado
libre y el aumento de la competencia estimu-
laba la prosperidad, que a su vez daba lugar
a un aumento de los estÆndares de los pro-
ductos y servicios ofrecidos al pœblico, de los
salarios pagados a los trabajadores, etc.
«But such blind faith in the philanthropic
benefits of the liberal capitalist model soon
passed as the Community looked beyond the
narrow objective of securing market integra-
tion to embrace new policy competences in
fields such as environmental protection,
consumer rights, social policy, education
and vocational training, culture and public
health» 20.
Pero por otra parte, el modelo comunitario
representa tambiØn un buen ejemplo de que
una armonización mínima de estÆndares
constituye un instrumento legislativo de
empleo ineludible para evitar fricciones en el
Æmbito internacional entre distintos cuerpos
normativos, voluntarios o no. La armoniza-
ción mímima constituye la expresión legal
que permite amortiguar las tensiones funda-
mentales en la evolución política y económica
de la globalización.
En la Comunidad Europea, la armoniza-
ción mínima constituyó un estÆndar de cali-
dad de las directivas en asuntos como la pro-
tección medioambiental, de los consumidores
y los trabajadores desde comienzos de los
aæos 70, antes incluso de su institucionaliza-
ción en el Tratado por el Acta Única Europea
y el Tratado de la Unión.
2) Conforme a lo apuntado anteriormen-
te, uno de los retos mÆs grandes en la agenda
de la RSE hace referencia a la necesidad de
localizar la responsabilidad social corporati-
va de manera que estØ arraigada en las preo-
cupaciones de desarrollo local, tanto a escala
nacional como en las cadenas de suministro
internacionales. 
De un lado, prevalecen los acercamientos
top-down en la implementación de códigos de
conducta p.ej. en los que los compradores
exigen cambios en las prÆcticas de gestión de
sus proveedores, sin referencia a los princi-
pios de partenariado que han de guiar las
prÆcticas RSE.
Por otra parte, la prÆctica estÆ demostran-
do que la efectividad de las herramientas de
RSE existentes tales como códigos de con-
ducta, etiquetas, o esquemas de certifica-
ción puede mejorarse solamente con la ayu-
da y el compromiso directo de las agencias del
sector pœblico en los países en desarrollo21.
Son necesarias estrategias bottom-up para la
construcción de capacidades y para el refor-
zamiento de las iniciativas pœblicas.
En definitiva, la necesidad de construir un
partenariado entre las políticas pœblicas de
RSE y las circunstancias locales de sectores
particulares, así como en la participación de
los distintos stakeholders, no puede abordar-
se de forma efectiva sin el compromiso de los
organismos pœblicos, mejor posicionados
para canalizar el potencial de la alineación de
las prÆcticas domØsticas de RSE con los obje-
tivos de política pœblica.
3) Para muchos empresarios, la conver-
gencia o armonización de códigos de conducta
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es la respuesta mÆs apropiada a las ineficien-
cias económicas generadas por los esfuerzos
por cumplir con las exigencias de responsabi-
lidad social. De este modo, la armonización de
los códigos de conducta constituiría un arma
preventiva frente a posibles comportamien-
tos de free-riders puesto que el mercado no
siempre recompensa equitativamente a las
mejores prÆcticas de RSE.
Sin embargo, las prÆcticas voluntarias de
RSE de las empresas privadas no son y no
pueden ser un sustituto efectivo para el buen
gobierno corporativo. Deborah Doane22
recuerda que cuando en 1987 el Informe
Brundtland sobre Medioambiente y Desarro-
llo, se acuæó el tØrmino «desarrollo sosteni-
ble», se pusieron demasiadas esperanzas en
la iniciativa empresarial, que acabó captu-
rando este tØrmino para justificar a favor del
desarrollo prÆcticas medioambientales bas-
tante dudosas. Hoy el movimiento a favor de
la RSE corre el riesgo de ver repetidos los
mismos errores que la Comisión Brundtland.
«Our short-term memory is fading fast, as we
refuse to acknowledge the caveat to such a
statement: that business can do well and do
goodup to a point. Business in the end,
must be profitable and the aims of social and
enviornmental objectives do not always coin-
cide with the hard-nosed business realities of
the competitive marketplace».
En este sentido, son cada vez mÆs numero-
sos los autores que cuestionan (Zadek, Knox
& Maklan, Doane) algunas aseveraciones
asociadas a las prÆcticas empresariales en
materia de responsabilidad social pero que
segœn ellos, no dejan de ser meras anØcdotas
sin verificación empírica alguna. 
«Companies are happy to advocate these
myths, as they offer no threat to the status
quo. Governments, too, are content to accept
the arguments, as confidence to regulate is
mired with accusations of «red tape» and
limiting competitiveness. Yet by looking at
the arguments more closely, one finds some
compelling evidence to prove «market failu-
re» and thus the demand for an entirely diffe-
rent approach to looking at where we go from
here».
Veamos algunos de estos «mitos»23:
a) Los informes voluntarios mejoran el
cumplimiento de la RSE.
A pesar de la importancia que se le atribu-
ye a la publicación de informes voluntarios
sobre las prÆcticas de RSE, Knox y Maklan
seæalan que a finales de 2002, menos de un
tercio de las empresas del FTSE350 publica-
ban estos informes; a mediados de 2003, a
pesar de que este nœmero aumentó, la calidad
de los informes era bastante deficiente, y no
hacían mención a las principales cuestiones
de sostenibilidad24.
Por otra parte, a pesar del esfuerzo por la
comprensión de las prÆcticas de riesgo, sub-
siste todavía una importante brecha entre la
concepción del riesgo para las empresas y
para la sociedad. Así se cita el caso de Unile-
ver, una de las compaæías reputadas como
líderes en RSE: «Consumer goods company
Unilever has been awarded the Association of
Certified Accountants award for their envi-
ronmental report, yet Unilever failed to dis-
close a significant accident in India regarding
mercury poisoning that took place during
that same reporting year. The information on
this incident has been readily available on
the internet amongst various environmental
groups, yet the issue posed no credible finan-
cial risk to Unilever».
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En el mismo sentido se manifiestaba un
estudio realizado por Sustainability, donde
se criticaba que a pesar de que el nœmero de
empresas que realizaban reportes sociales
estaba en aumento, la calidad de sus infor-
mes de RSE apenas había mejorado en cinco
aæos25. En este mismo estudio, Simon Zadek
de AccountAbility, informaba que estos
informes sociales no tenían un impacto sig-
nificativo en la toma de decisiones empresa-
riales.
En el caso de Espaæa, la Fundación
Empresa y Sociedad ha seæalado que las
estrategias de comunicación de las empresas
espaæolas en materia de RSC en muchos
casos persiguen objetivos cosmØticos: en estos
informes se difunden exclusivamente buenas
prÆcticas y se ocultan aspectos que no se ajus-
tan a los estÆndares de RSC e incluso, en
algunos casos, se presentan datos que es
imposible verificar o que entran en contradic-
ción con la realidad26.
Con matices mÆs positivos, el Observato-
rio de Responsabilidad Social Corporativa
aprecia en su estudio «La Responsabilidad
Social Corporativa en las memorias anuales
de las empresas del IBEX 35» una evolución
favorable para las empresas espaæolas si se
tiene en cuenta que las compaæías analizadas
han implantado sus sistemas de gestión y
actuaciones en RSE hace menos de tres aæos.
No obstante, se afirma que «la documenta-
ción analizada suele ofrecer œnicamente un
enfoque positivo de las actuaciones de la
organización informante, centrÆndose en
mostrar los logros alcanzados en el Æmbito de
la RSC y los impactos mÆs favorables asocia-
dos a su actividad. Esto impide una correcta y
efectiva comunicación a los stakeholders del
desempeæo real de la compaæía»27.
La credibilidad de las memorias de RSC
dependerÆ no sólo de la verificación de la
información presentada por un auditor inde-
pendiente porcentaje que en nuestro país se
reducía a un 22% segœn la FES- sino de la ela-
boración de criterios homogØneos y normas
estÆndar para la elaboración de dichas
memorias.
b) Los códigos voluntarios y los sistemas
de gestión cambian el comportamiento corpo-
rativo.
La RSE estÆ plagada de cientos de códigos
de conducta, pero los códigos voluntarios no
garantizan por sí mismos cambios de desa-
rrollo. Un estudio de la Universidad de Sus-
sex ha mostrado que las empresas con un sis-
tema de gestión medioambiental no mejoran
sus prÆcticas medioambientales respecto a
aquellas que no lo tienen28. En algunos casos,
se ha visto que los códigos han llevado inclu-
so a un empeoramiento de la situación para
aquellos que supuestamente tienen que bene-
ficiarse de ella29.
Muchas de las razones para no cumplir un
código se encuentran en las presiones de com-
petitividad dadas por los mercados. En luga-
res como Sri Lanka, el conflicto entre el
impacto social y los negocios se pone cada vez
mÆs de manifiesto. Muchos minoristas que se
proveen de Sri Lanka tienen códigos de con-
ducta que cubren estÆndares laborales, de
salud y seguridad. Sin embargo, los fabrican-
tes de ropa de Sri Lanka presionan al gobier-
no para que aumente las horas legales de tra-
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bajo frente a la creciente competencia de los
fabricantes chinos que han abierto sus mer-
cados, lo que podría comprometer la salud y
la seguridad laboral, superando por tanto,
cualquier intento de mejora derivado de los
códigos de conducta en RSE.
Por otra parte, uno de los principales pro-
blemas de los códigos de conducta es la falta
de mecanismos efectivos de cumplimiento.
Las Directrices de la OCDE sobre empresas
multinacionales, suscritas por todos los paí-
ses de la OCDE y uno de los principales códi-
gos globales, prevØ Puntos Nacionales de
Contacto, pero no van mÆs allÆ. La efectivi-
dad de los códigos voluntarios recae exclusi-
vamente en las empresas que devienen al
mismo tiempo jueces y parte. La autorregula-
ción por la industria, como han demostrado
los recientes escÆndalos de Enron o World-
com, resulta poco fiable.
AdemÆs de las tensiones propias de la
regulación internacional, hay que aæadir otro
tipo de limitaciones. Si bien es cierto que un
conjunto consensuado de convenios de la OIT
ha tenido impacto en la convergencia de las
disposiciones laborales en los códigos de con-
ducta en la industria textil, de calzado depor-
tivo y manufacturas, la extensión en la que
estas exigencias han sido incorporadas a los
códigos de conducta tiende a reflejar cuestio-
nes específicas de RSE y presiones dentro de
sectores individuales. En el sector del turis-
mo, por ejemplo, hay pocos estÆndares labo-
rales específicos o derechos humanos, pero se
abordan en mÆs detalle temas de salud y
seguridad. En los sectores del gas y petróleo,
la mayoría de las empresas no tiene princi-
pios articulados sobre trabajo forzado, infan-
til o libertad de asociación y negociación
colectiva30.
Hay que reconocer no obstante, la utilidad
de los códigos de conducta en Æmbitos como la
lucha contra el trabajo infantil, donde los con-
venios internacionales no han sido ratifica-
dos y las prÆcticas de las empresas multina-
cionales deviene crítica. En su trabajo «The
effectiveness of Self-regulation: Corporate
Codes of Conduct and Child Labour» Kolk y
Van Tulder, estudiaron seis compaæías texti-
les europeas y estadounidenses con alto por-
centaje de trabajo infantil (Gap, Levi
Strauss, Nike, C&A, Hennes & Mauritz,
WE). En los países de producción, junto a los
diferentes acercamientos gubernamentales,
la prohibición del trabajo infantil se complica
por la difícil implementación de los estÆnda-
res internacionales. La mayoría del trabajo
infantil tiene lugar en el sector informal, que
normalmente no estÆ cubierto por la legisla-
ción nacional; la mayoría de los niæos trabaja
en la agricultura, servicios y manufacturas
de pequeæa escala. Mientras la atención se
centra en el trabajo infantil en industrias de
exportación, Østas emplean solamente a un
pequeæo porcentaje, probablemente menos
del 5%, de la fuerza de trabajo infantil. Esto
seæala los límites de la intervención guberna-
mental y de las sanciones internacionales, al
mismo tiempo que subraya el papel que las
empresas multinacionales pueden potencial-
mente jugar, directamente en sus propias
operaciones en los países en desarrollo, y mÆs
indirectamente por las actividades que exter-
nalizan a los proveedores locales. Aquí los
códigos de conducta se convierten en impor-
tantes instrumentos de mejora de las condi-
ciones de trabajo31.
c) El consumidor Øtico promoverÆ las
prÆcticas de RSE.
HablÆbamos al principio de las diferencias
estructurales del mercado, donde el consumi-
dor ostenta una posición de desequilibrio
frente al productor de bienes o servicios. Pues
bien, en este contexto, confiar en la capacidad
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o actitud del consumidor para coadyuvar en
el trÆnsito hacia una economía socialmente
responsable resulta demasiado optimista. La
correspondencia entre actitud y comporta-
miento carece de soporte empírico y no estÆ
debidamente documentada.
Son numerosos los trabajos que han eva-
luado la disponibilidad de los consumidores
al consumo de productos Øticos32. La mayoría
muestra que los consumidores se preocupan
por la gestión Øtica de los negocios, pero ofre-
cen en cambio datos que dan margen para la
discusión.
Por una parte, algunas encuestas mues-
tran que pocos consumidores sitœan a la Øtica
en la cumbre de su lista de decisiones de com-
pra. En un estudio de MORI sólo cerca del 5%
de los consumidores son activos compradores
de productos Øticos33; en una encuesta del
Institute of Grocery Distributors se afirma
que el 70% de los compradores de alimentos
basan sus decisiones de compra en el precio o
en el sabor pero no en la Øtica. Y para el grue-
so de nuestras decisiones de compra desde
los muebles, a las bicicletas o los juguetes,
no siempre hay una elección Øtica evidente34. 
En nuestro país, un reciente estudio reali-
zado por FernÆndez y Merino35 muestra la
existencia de demanda socialmente respon-
sable así como cierta disponibilidad a pagar
por productos Øticos, a partir de las valoracio-
nes obtenidas en un trabajo de campo basado
en cuatro grupos focales y entrevistas a 54
individuos.
Las preferencias de los consumidores
estÆn en proceso de cambio ya que ahora tam-
biØn se incluyen en su función de utilidad
atributos sociales relacionados con las políti-
cas de la empresa que compiten con los atri-
butos meramente físicos o funcionales del
producto. No obstante, parece que todavía
existe poca información cuantitativa sobre
cómo y cuÆnto valoran los consumidores las
actuaciones socialmente responsables de las
empresas; es decir, hasta quØ punto conocen y
valoran dichas actuaciones y si estarían dis-
puestos a pagar una prima por un producto
Øtico. Los estudios que se han realizado hasta
el momento muestran un elevado grado de
desconocimiento del tØrmino RSE que con-
trasta con una percepción social positiva de
las actuaciones socialmente responsables de
las empresas y con una disponibilidad a sus-
tituir aquellos productos sin atributos socia-
les por otros, funcionalmente idØnticos, pero
Øticamente mejores.
Así, ante la pregunta de quØ opinión les
merecen las actuaciones socialmente respon-
sables de las empresas, un 83% de la muestra
contesta que su percepción es positiva mien-
tras que el resto las valora negativamente y
opina que œnicamente constituyen una estra-
tegia de marketing. Aunque un 93% piensa
que la RSC es una estrategia de marketing, la
mayoría considera que puede contribuir a
mejorar el bienestar de la sociedad.
Cuando se les pregunta por su disponibili-
dad a pagar, un 89% del total sustituiría un
producto Øtico por otro con las mismas carac-
terísiticas físicas, siempre y cuando el precio
fuera el mismo. Si, por el contrario, el precio
del producto Øtico fuera superior, un 65%
aceptaría pagar una prima adicional.
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32 BECKER-OLSEN, K., CUDMORE, B.A., HILL, R.P., «The
impact of perceived corporate social responsibility on
consumer behaviour», Journal of Business Research,
(2005); CARTER, C., «Ethical issues in international buyer-
supplier relationships: a dyadic examination», Journal of
Operations Management, 18 (2000), 191-208; KLEIN, J.,
DAWAR, N., «Corporate social responsibility and consu-
mers attributions and bran evaluations in a product-
harm crisis», International Journal of Research in Marke-
ting, 21 (2004), 203-217.
33 MORI, The Publics views of Corporate Responsibi-
lity, 2003.
34 Institute of Grocery Distributors, Ethical Consu-
merism, 2005.
35 FERN`NDEZ KRANZ, D., MERINO CASTELLO, A., ¿Existe
disponibilidad a pagar por responsabilidad social corpo-
rativa? Percepción de los consumidores, Universia Busi-
ness Review, Tercer trimestre, 2005.
De los que estarían dispuestos a pagar, un
11% œnicamente pagaría una prima adicional
equivalente al 15% del precio del producto;
un 78% pagaría una prima cercana al 5% del
precio del producto y el resto pagaría una pri-
ma superior al 10%. Estos valores sugieren
una elevada disponibilidad a pagar por RSC y
se asemejan a los resultados obtenidos en los
dos estudios previos sobre el mercado espaæol
(así, los estudios de CECU, 2004 y Fundación
ForØtica, 2004).
Sin embargo, estos autores constatan que
desde el punto de vista tØcnico la elección de
la metodología de preferencias debe evitar
preguntar directamente a los consumidores
sobre su disponibilidad a pagar ya que tien-
den a sobrevalorar las estimaciones, frente a
aquellas encuestas en las que los consumido-
res se enfrentan a decisiones reales de com-
pra (Auger, Devinney, y Louviere, 2004) y
abogan por una metodología mÆs sofisticada
que obligue a los encuestrados a realizar un
trade off realista entre productos Øticos y no
Øticos. Esto permitirÆ estimar, de forma fia-
ble y rigurosa, la disponibilidad a pagar de los
consumidores por las distintas conductas que
definen la RSE36.
d) La inversión proporciona los mayores
incentivos a las prÆcticas de RSE.
La inversión socialmente responsable
ISR se ha convertido en el paradigma de
los elementos de escrutinio de la RSE, en la
medida en que se reconoce que los mercados
financieros recompensan las prÆcticas social-
mente responsables.
Sin embargo, Zadek reconoce que sólo el
4% del total de los fondos disponibles en los
mercados de inversión estÆn regidos por prin-
cipios de responsabilidad social, por lo que su
influencia en las prÆcticas de negocios es
todavía reducida mientras que la mayoría de
las empresas que no son socialmente respon-
sables todavía tienen acceso a la financia-
ción37.
Para los analistas, la ISR estÆ todavía regi-
da por las mismas normas del mercado que
cualesquiera otros. Por otra parte, no hay que
olvidar que, por ejemplo, muchas de las
empresas que aparecen en el DJSI, como la
industria farmacØutica, continœan jugando un
papel defensivo en la concesión del acceso ade-
cuado a las medicinas para el SIDA en `frica.
En nuestro país, el trabajo de Economistas
sin Fronteras «Fondos de inversión Øticos:
Realidad o ficción» ha puesto de manifiesto
algunas de las debilidades de la inversión
socialmente responsable: falta de transpa-
rencia en los criterios establecidos por el fon-
do, y en los procedimientos seguidos a la hora
de aplicarlos; falta de homogeneidad en las
consideraciones sobre Øtica, ecología y res-
ponsabilidad social; la definición de los crite-
rios para calificar un fondo como Øtico no
cobra total entidad a la hora del anÆlisis de
los valores sino que existe una excesiva liber-
tad para interpretarlos; falta de verdadera
concienciación social de las sociedades gesto-
res y entidades comercializadoras; desconoci-
miento por parte del propio sector financiero
y del pœblico en general; y fuertes carencias y
rigor en los procesos de investigación Øtica.
e) Los estÆndares contables priman los
resultados financieros sobre los sociales o
medioambientales.
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36 «Con esta información en la mano, podemos res-
ponder, de forma cuantitativa y fidedigna, a una batería
de preguntas así como desarrollar un índice basado en la
disponibilidad a pagar por las actuaciones socialmente
responsables de las empresas: ¿cómo valoran los consu-
midores los atributos relacionados con la RSC? ¿cuÆnto
estÆn dispuestos a pagar por un atributo socialmente res-
ponsables?, ¿cuÆnto estÆn dispuestos a pagar mÆs por
unas actuaciones socialmente responsables que por
otras?, ¿valoran mÆs las actuaciones socialmente respon-
sables en algœn sector específico?, ¿modifica el precio
del producto la disponibilidad a pagar por atributos
socialmente responsables?», FernÆndez y Merino, op.
cit.
37 AccountAbility, Accountability Primer: Socially
Responsible investment, 2002.
Desde un punto de vista funcional la ges-
tión socialmente responsable consiste en
aplicar mØtodos económicos para tratar los
aspectos medioambientales y sociales,
integrÆndolos en el proceso de gestión de toda
empresa. Sin embargo, el marco financiero
internacional no es apropiado para la gestión
del balance entre el crecimiento económico y
las necesidades sociales y medioambientales. 
Por una parte, la universalización de los
estÆndares de contabilidad es perjudicial
para los países en desarrollo. Saravanamut-
hu ha estudiado las dimensiones sociales y
económicas de los estÆndares internacionales
de contabilidad; cita así el trabajo de Rah-
man38, para quien los estÆndares financieros
de Naciones Unidas, en su Código de conduc-
ta para las empresas multinacionales, vienen
impuestos para adecuarse a las necesidades
de los que controlaban los fondos de inversión
globales, mientras que los países en desarro-
llo apenas pudieron exigir cambios en las exi-
gencias de transparencia y de información.
Segœn este autor, los estÆndares interna-
cionales dominantes se basan en las prÆcticas
de información britÆnicas y americanas que
resultan poco idóneas para contextos con un
nivel de desarrollo inferior. A este respecto
hay que tener en cuenta que son necesarias
modificaciones locales para adaptar la ratio
económica de los estÆndares internacionales y
tener en cuenta las tensiones involucradas en
el proceso de legitimación de la aplicabilidad
universal de los estÆndares de contabilidad39.
Por otro lado, cita un estudio de Larson, de
1993, en 35 países africanos, que mostró que
las tasas de crecimiento económico eran
estadísticamente mayor en países que adop-
taron o modificaron los estÆndares de la Inter-
national Accounting Standards Committee,
frente a aquellos que no lo hicieron, o que los
adoptaron sin modificación alguna. Las modi-
ficaciones en estos países africanos eran nece-
sarias para incorporar las variaciones deriva-
das de las circunstancias culturales, sociales,
políticas, económicas y medioambientales
locales. O en otro contexto como China, donde
los criterios anglosajones de maximización del
beneficio resultan poco acordes con el control
presupuestario sobre los recursos estatales de
las empresas pœblicas.
Desde otro punto de vista, la contabilidad
financiera recoge parte de los impactos inter-
nos de los valores económicos sociales y
medioambientales, pero no estÆ diseæada
para captar todas las consecuencias de las
acciones económicas de las empresas. Gómez
Sala enumera para ello varias alternativas:
1. Modificar el sistema de información
financiera a fin de reconocer explícitamente
la contribución del capital social y medioam-
biental a la generación de valor, desagregan-
do la cuenta de pØrdidas y ganancias. Para
ello se identificarían primero los grupos de
interesados y las Æreas afectadas por las acti-
vidades de la empresa, para extraer despuØs
de la cuenta de pØrdidas y ganancias la infor-
mación sobre los mismos relacionada con las
tres dimensiones de la RSE.
Algunos ejemplos de esta metodología
incluirían la Triple Cuenta de Resultados
(Triple Botton Line), el modelo SAM (Sustai-
nability Assessment Model), el estado de
valor aæadido sugerido por la Global Repor-
ting Initiative (GRI, 2002) o el SIGMA Pro-
ject, propuesto por el Forum for the Future.
2. La segunda alternativa consistiría en
registrar las implicaciones financieras de las
externalidades y no œnicamente de los ingresos
y gastos asociados a las transacciones económi-
cas. De esta forma se puede realizar una dis-
tinción entre los ingresos y gastos internos por
un lado, y los externos que afectan a otros gru-
pos de interesados en la triple vertiente de la
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38 RAHMAN, S., «International accounting regulation
by the United Nations: a power perspective», Acc and
Accountability Journal, 1998, 11 (5).
39 SARAVANAMUTHU, K., «What is measured counts:
harmonized corporate reporting and sustainable econo-
mic development», Critical perspectives on Accounting,
15 (2004), 295-302.
RSC, por otro, registrando tambiØn como acti-
vos y pasivos en el balance los recursos econó-
micos, sociales y medioambientales de los que
dispone la empresa en un momento dado40.
3. Finalmente, cuando no sea posible asig-
nar valores monetarios a las externalidades
medioambientales y sociales, el sistema de
información financiera se puede completar
mediante un conjunto de indicadores extrafi-
nancieros que permitan medir y evaluar la
efectividad de las actividades sociales y
medioambientales: estÆndares de etiquetado
y publicidad, seguridad e higiene, políticas de
gØnero, cumplimiento de estÆndares Øticos por
proveedores, emisiones contaminantes, etc.
Organismos pœblicos y privados han desa-
rrollado sistemas de reporting extrafinancie-
ros con vocación de armonización, como el
Global Reporting Initiative (GRI), la Account-
Ability 1000 (AA 1000S), y otros sistemas
propuestos por el New Economics Founda-
tion, World Business Council for Sustainable
Development, Council on Economic Priorities,
o los establecidos por las sociedad de inver-
sión y de rating socialmente responsable
(KLD, Innovest, Ethibel, BITC, etc.).
4.1. Formalización de políticas
pœblicas
Una teoría de la RSE superadora de todas
estas deficiencias ha de ir mÆs allÆ de conce-
bir la RSE como una realidad atinente sólo a
las empresas como directas implicadas en la
concurrencia del partenariado con la socie-
dad civil, sino como un nuevo modelo de orga-
nización social que implique nuevos ejes
sobre los que reorientar las relaciones socia-
les, económicas y medioambientales de la
empresa en la sociedad globalizada. Como
dice Lozano «el desarrollo de la RSE no se
puede plantear seriamente si no se vincula a
una visión de empresa y a una visión de país»,
esto es, la RSE como voluntad de compaginar
competitividad, crecimiento económico, sos-
tenibilidad y cohesión social. 
Segœn esto, las políticas de implementación
de la RSE han de responder a la cuestión ¿pue-
de promoverse el crecimiento sostenible al
mismo tiempo que se promueve la competitivi-
dad? ¿ puede lograrse el crecimiento económico
sin sacrificar los objetivos de cohesión social?
Lejos de esperar soluciones unívocas,
habrÆ que atender a una contextualización
del diseæo de la RSE en cada Æmbito geogrÆfi-
co particular. Así Lozano cita el trabajo de
Habisch y otros (2005), Corporate Social Res-
ponsibility Across Europe, que presenta una
investigación colectiva sobre la RSE en vein-
titrØs países europeos miembros de la UE o
en proceso de incorporación. Esta visión de
conjunto pone de manifiesto cómo la RSE
estÆ arraigada a los marcos nacionales euro-
peos y aparece modulada por las diferentes
tradiciones sociales y culturales. Desde este
punto de vista, la planificación de la estrate-
gia de la RSE no ha de responder a soluciones
mecÆnicas sino a opciones políticas con volun-
tad de organizar nuevas relaciones económi-
co-sociales.
Llegados a este punto, para el desarrollo
de la RSE, se hace necesario un marco sis-
temÆtico que sirva para asociar la inversión
en políticas socialmente responsables a los
resultados sociales y empresariales.
La elección de un instrumento de diagnós-
tico y medición para políticas de RSE depen-
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40 Así, la primera tarea consistiría en identificar los
impactos concretos producidos por las actividades de la
empresa (ej. teniendo en cuenta el ciclo de vida del pro-
ducto, informando de todas las actividades relacionadas
con los grupos de interesados). DespuØs se debe realizar
una valoración monetaria de los impactos externos de la
empresa. Por ejemplo, en la dimensión medioambiental
un mØtodo de valoración ampliamente aceptado estÆ
basado en la estimación de los costes que se podrían
haber evitado para prevenir o evitar el efecto colateral
considerado. En la dimensión social la valoración es
mucho mÆs compleja: ademÆs de los costes de evitar o
prevenir, se podría aæadir la valoración de las compen-
saciones a las partes afectadas por los impactos de las
actividades de la empresa. (GÓMEZ SALA).
El reto serÆ conseguir un balance apropia-
do entre los papeles de los diferentes actores
y explorar la mejor manera de combinarlos
para maximizar la contribución de las empre-
sas al desarrollo sostenible. En algunas Ære-
as, el sector pœblico tiene competencias exclu-
sivas desde el momento en que es el œnico que
puede establecer los marcos regulatorios y de
política globales en los que operan las empre-
sas, y es el œnico dotado de legitimidad y
autoridad para diseæar las tendencias globa-
les que favorezcan la contribución de cada
uno de los actores a la RSE. (Ward, 2004).
de en gran medida de la definición de las fron-
teras de la RSE. Como ha apuntado Doane, la
pregunta no es ¿cómo puede la empresa mini-
mizar sus impactos negativos en la sociedad y
el medio ambiente?, lo que abocaría a un
acercamiento basado en la gestión del riesgo,
y en la defensa de prÆcticas voluntarias, sino
que tendríamos que ampliar los límites de la
cuestión a ¿quØ instituciones, organismos o
acciones se necesitan para lograr una socie-
dad sostenible?. Éste sería precisamente el
principal dØficit de un acercamiento estricta-
mente voluntario.
Si se observan las prÆcticas internacionales
en la materia, el papel de las Administracio-
nes pœblicas puede ir desde la regulación has-
ta el establecimiento de incentivos a la respon-
sabilidad social corporativa en los mercados
financieros y de producto, políticas fiscales, el
impulso de instituciones o foros permanentes;
la convocatoria de cursos, conferencias... etc.
El estudio de Ward41, establece cuatro
grandes categorías para los papeles del sector
pœblico en materia de RSE: obligatorio (man-
dating), facilitador (facilitating), asociativo
(partnering) y promotor (endorsing).
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41 WARD, H., op. cit. p. 35.
PAPELES DEL SECTOR PÚBLICO EN RSE
Fuente: Ward (2004).
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TEMAS E INSTRUMENTOS APLICADOS POR LOS GOBIERNOS EUROPEOS
EN EL `MBITO DE LA RSE
Temas
 Política empresarial
 Política medioambiental y estrategias nacionales de desarrollo sostenible (planificación sostenible)
 Política de protección a los consumidores
 Política comercial
 Políticas de formación y educación continua de los trabajadores
 Política de cooperación internacional
 Política social y cohesión/exclusión social
 Política de empleo, prÆcticas y derechos laborales, vida laboral y vida familiar
 DiÆlogo social, mercado laborar inclusivo, inserción sociolaboral y paro
 ClÆusulas sociales
 Renovación de zonas social y económicamente desfavorecidas
 Economía social, emprendedores y pequeæas organizaciones
• Inversión y consumo socialmente responsable, comercio justo
 Casos empresariales de buenas prÆcticas en RSE
 Acción e implicación empresarial en la comunidad (inversión, partenariado)
 Pymes y responsabilidad social
 Acción social de la empresa
 Acción internacional de la empresa: deslocalización (derechos humanos, corrupción, etc.)
 Reconversión de la empresa
 Derechos humanos
 Contratación pœblica
 Responsabilidad social de la Administración pœblica
Instrumentos
 Desarrollar un marco legislativo favorable (ISR, fondos de pensiones, etiqueta social, etc.)
 Desarrollar un marco fiscal favorable e instrumentos de financiación para empresas
 Desarrollar medidas de transparencia (etiquetas e índices sociales) y reporting (memorias de soste-
nibilidad)
 Desarrollar medidas y herramientas de gestión para incentivar la acción de las empresas (premios)
 Aplicar la legislación de la UE sobre RSE y sostenibilidad
 Aplicar y promover los instrumentos y acuerdos internacionales de RSE (OCDE, OIT, Pacto Mun-
dial)
 Participar en cumbres internacionales sobre RSE y en las conferencias europeas sobre RSE
 Promover la transparencia y las buenas prÆcticas
 Promover, crear y supervisar mecanismos de evaluación y accountability
 Promover mecanismos de verificación y certificación
 Dar apoyo económico y participar en iniciativas de partenariado pœblico-privado-sociedad civil
 Generar mecanismos de crØdito e inversión de las empresas en la comunidad o ventajas fiscales para
empresas socialmente responsables
 Desarrollar campaæas pœblicas para promover la RSE
 Crear o facilitar la creación y financiación de organizaciones independientes y redes empresariales
 Crear departamentos o cargos pœblicos responsables de la RSE y programas interministeriales
 Crear foros multistakeholder
 Favorecer el desarrollo del mercado y las competitividad sostenible
 Liderazgo por ejemplo (políticas internas RSE)
Fuente: Albareda e Ysa, ESADE.
A partir de aquí es necesario un instru-
mento de diagnóstico para la RSE, cuyo obje-
tivo sea establecer un marco con el que las
autoridades pœblicas puedan guiarse en la
identificación de las opciones que mejor aco-
metan sus estrategias de RSE.
«A diagnostic tool needs to support smart
thinking about public sector roles to strengt-
hen CSR, achieve alignment between public
and private goals to the greatest extent possi-
ble, capitalize on core competencies, and take
full account of the risks and unintended con-
sequences of CSR practices. For example,
new labor standards can sometimes prohibit
poor families from earning an income; higher
environmental quality standards for sup-
pliers may act as a barrier to market entry for
local firms; and requirements for community
investment and greater transparency can
reduce profit margins and disincentivize
investors (Warner 2003). The balance is bet-
ween accessibility, practicality, and relevan-
ce, recognising that different appraisal tools
may appeal to different users, depending in
part on their disciplinary backgrounds and
on resourcing considerations»42.
A este respecto, el Banco Mundial43 ha ela-
borado una herramienta bastante precisa. El
diagnóstico asignarÆ papeles distintos al sec-
tor pœblico segœn el contexto. En países don-
de el desenvolvimiento de los mercados se ali-
nee espontÆneamente con los objetivos pœbli-
cos, los organismos pœblicos pueden optar por
adoptar una política de laissez-faire, apoyar
las iniciativas privadas o facilitar la emer-
gencia de los acercamientos voluntarios mÆs
acordes con los objetivos gubernamentales.
Por el contrario, cuando los mercados no sean
receptivos a la seæal de los consumidores o
actores privados serÆn necesarias políticas
mÆs intervencionistas, por ejemplo, a travØs
del establecimiento de incentivos legales o
fiscales o de la facilitación del diÆlogo con los
stakeholders. 
5. LA EFICACIA DE LA INICIATIVA
PRIVADA
Concebida la intervención pœblica como un
marco de mínimos, una vez establecidas las
políticas específicas que se pueden desarro-
llar en cada Ærea, es necesario establecer los
procedimientos adecuados y escoger indica-
dores para medir los logros en esas Æreas
específicas. Y este anÆlisis se concretarÆ a
nivel empresarial y por sectores, establecien-
do una distinción entre empresas multinacio-
nales y pymes.
Precisamente uno de los principales pro-
blemas al que se enfrentan las empresas al
incorporar políticas de RSE a su estrategia es
cómo medirlas y monitorearlas adecuada-
mente. Los indicadores se relacionan con
aspectos puntuales del concepto de RSE: el
cumplimiento de la ley, el adecuado compor-
tamiento ambiental, la entrega de informa-
ción financiera fidedigna, la información
veraz para los consumidores respecto a la
gestión y calidad de los procesos y productos,
el respeto a los derechos humanos y las condi-
ciones laborales de los trabajadores, etc. En el
cuadro siguiente se muestran algunos de los
principales indicadores propuestos en distin-
tas iniciativas internacionales que permite
medir de manera sistemÆtica los avances o
retrocesos de las políticas de responsabilidad
social de la empresa.
Sin embargo, hay que tener en cuenta que
el establecimiento de indicadores que midan
el comportamiento social de una empresa no
resulta fÆcil. Al comienzo de estas pÆginas
aludíamos a algunos de los falsos mitos que
acechaban a las políticas de RSE: muchos se
basan en el empleo de indicadores que pres-
tan demasiada atención a lo económico, fren-
te a otros tipos de aspectos como los sociales o
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42 WARD, H., op. cit., 2004.
43 WARNER, M., «Draft Diagnostic and Appraisal tool
to Strengthen public sector roles in corporate social res-
ponsibility», Version 1.2, Overseas Development Insti-
tute.
El Fondo Monetario Internacional en su
documento «Possible role of the Multilateral
Investment Fund in the area of Corporate
Social Responsiblity (CSR)» establece dos
grandes grupos de motivaciones: internas y
externas.
Las motivaciones internas para que las
empresas se comprometan en actividades de
RSE estÆn representadas por los beneficios
de eficiencia (efficiency gains) que se asocian
generalmente a la productividad: 
 reducción de los costes operativos a
travØs de actividades de ecoeficiencia
(reducción de residuos e ineficiencias, y
mejora de la productividad);
 reducción de los costes operativos a
travØs de recursos humanos y gestión
organizativa de salud y seguridad, espe-
cialmente en industrias intensivas en
trabajo. Determinados beneficios
empresariales derivan de la mejora de
las condiciones del lugar de trabajo
como el aumento de la capacidad para
atraer y retener a los empleados, meno-
res costes en contratación de personal y
formación, menos absentismo y riesgo
de pleitos laborales, menos pØrdidas
operativas y costes legales por daæos e
incumplimiento de las normas de segu-
ridad, y aumento de la productividad a
travØs de la satisfacción de los emplea-
dos y la motivación;
 aumento de la calidad del producto o
servicio y control de la gestión del ries-
go. Los esfuerzos por mejorar las condi-
ciones de trabajo, mejores prÆcticas de
gobernabilidad, reducción del impacto
medioambiental, y mayor involucración
de los empleados en la toma de decisio-
nes lleva a menudo a oportunidades
para identificar y mitigar los potencia-
les riesgos operativos así como a la
mejora de la calidad de los productos y
procesos operativos.
Por su parte, los incentivos externos de la
RSE son tambiØn aspectos cruciales a consi-
derar en el proceso de toma de decisiones
empresariales en iniciativas de RSE. Estos
incentivos externos vienen representados
por: el acceso a los mercados, el acceso al capi-
tal, el marco regulatorio y la presión de los
stakeholders.
medioambientales, mÆs intangibles y dífici-
les de medir; otros ataæen a fundamentos
estrictamente democrÆticos, como las caren-
cias de legitimidad de unos stakeholders fren-
te a otros. Pues bien, la superación de estas
carencias, pasa por una mejora tØcnica de la
cuantificación del impacto de la RSE.
Un primer paso para ello, que puede
resultar obvio pero que ha sido indebida-
mente postergado, es que la percepción de la
verdadera dimensión del impacto de las acti-
vidades de las empresas pasa por un anÆlisis
de las motivaciones o principales motores de
la RSE.
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FASES PARA UNA GESTIÓN EFECTIVA DE LA RSE. MEDICIÓN DE IMPACTO.
1. Establecimiento de un marco claro de políticas pœblicas en materia de RSE (diagnóstico)
EMPRESA:
2. Identificación de motivaciones de la RSE 
3. Identificación de grupos de interØs
4. Diseæo de indicadores específicos para ligar la inversión en RSE a los resultados empresariales y
sociales
5. Evaluación e identificación de coherencias/incoherencias entre políticas de RSE y su implementa-
ción
a) Acceso a los mercados. Como hemos
seæalado antes, las estrategias de RSE pue-
den constituir una oportunidad o un condicio-
nante para que las empresas exportadoras
participen en el comercio internacional. Las
tendencias globales hacia la integración de
los mercados y los acuerdos de libre comercio
apoyan la ratio de iniciativas a favor de la
RSE. Estas iniciativas pueden potencialmen-
te ayudar a las empresas a obtener la «licen-
cia para operar» conforme a las altas exigen-
cias de los mercados en el mundo desarrolla-
do, colocando a las empresas domØsticas en la
región en una posición competititiva a nivel
internacional.
Nuevamente, el anÆlisis de las políticas de
RSE aparece ligado a cuestiones de política
nacional y políticas comerciales. Con la com-
pleta eliminación de las cuotas de importa-
ción sobre textiles y ropa desde enero de
2005, los productores mundiales tendrÆn que
buscar nuevas estrategias competitivas fren-
te a la competencia del sector textil chino,
miembro de pleno derecho de la OMC,
¿podría el sector pœblico dar una respuesta a
travØs de la RSE?
Por otra parte, las prÆcticas de RSE estÆn
comenzando a ser iniciativas empresariales
estratØgicas para las pequeæas y medianas
empresas domØsticas que comercian con las
empresas multinacionales, cada vez mÆs res-
ponsables de las prÆcticas empresariales que
tienen lugar en sus cadenas de suministro.
b) Acceso al capital. La ISR puede y debe
convertirse en un instrumento que mejore el
acceso al capital de las empresas con buenas
prÆcticas. Por ejemplo, el Reino Unido realizó
una enmienda en 1995 a la Pensions Act que
exige que los fondos de pensiones muestren si
tienen en cuenta criterios Øticos, sociales y
medioambientales, regulación que ha promo-
vido positivamente los fondos de pensiones en
este país.
c) Marco regulatorio. Las estrategias de
cumplimiento de estÆndares mínimos de RSE
benefician a las empresas evitando los ries-
gos de sanciones por incumplimiento y redu-
ciendo las potenciales pØrdidas financieras
asociadas a daæos en su reputación corporati-
va.
Esta tendencia resultarÆ no sólo en nor-
mas mÆs estrictas sino tambiØn en iniciativas
basadas en el mercado (impuestos por conta-
minación, licencias medioambientales, o
incentivos en compras pœblicas, etc.). En este
contexto, las empresas que estØn involucra-
das en actividades de RSE tienden a mejorar
su capacidad para anticipar y ajustar los
modelos de negocios a los posibles cambios en
los marcos regulatorios, beneficiÆndose de
una mejor capacidad para competir en el
mercado.
d) Finalmente, a medida que se generali-
cen las prÆcticas responsables en las empre-
sas, y su conocimiento por los grupos de
interØs, aumentarÆ la presión de los stakehol-
ders: la sociedad civil (medios, ONG, acadØ-
micos, y asociaciones laborales y de consumi-
dores), inversores responsables, gobiernos (a
travØs de la regulación, impuestos y multas),
organizaciones internacionales (normas
comerciales, códigos de conducta, ayuda con-
dicionada), grandes empresas (cadena de
suministro), y mercados financieros.
Concretando un poco mÆs, habría que foca-
lizar este anÆlisis por grupos de interØs.
Murray y Vogel44 proponen un sistema de
valoración del impacto de la RSE que utili-
zando un acercamiento basado en el mercado,
se dirige a los grupos de stakeholders rele-
vantes, y los programas sociales de la empre-
sa.
Su modelo, aunque orientado a la empre-
sa, es perfectamente trasladable al Æmbito de
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44 MURRAY, K. VOGEL, Ch., «Using a Hierarchy-of-
Effects Approach to Gauge the Effectiveness of Corpora-
te Social Responsibility to Generate Goodwill Toward
the Firm: Financial versus Nonfinancial Impacts», Journal
of Business Research, 38, 141-159 (1997).
la Administración, y se basa en el estableci-
miento de una jerarquía de efectos.
En primer lugar, se trataría de identificar
los grupos relevantes de stakeholders. Si se
tiene en cuenta la interacción entre los dis-
tintos elementos concØntricos que constitu-
yen el medio de la empresa competitivo,
político, regulatorio, sociocultural, se
obtendrÆ un cuadro de los distintos stakehol-
ders que intervienen de forma individual,
colectiva, formal o informal y que pueden
afectan las prÆcticas empresariales.
En este sentido, mientras que el contexto
externo de la empresa es en cierto sentido
fijo, la identificación de los grupos de interØs
requiere un cuidadoso conocimiento del
medio cultural y social de la empresa, y un
buen conocimiento del papel estratØgico y la
importancia relativa de los distintos grupos
tanto internos como externos a la empresa.
La identificación de diversos grupos de
interØs con distintas expectativas sociales,
hace que un acercamiento genØrico o univer-
sal no resulte particularmente efectivo ni efi-
ciente en el diseæo de programas de RSE.
AdemÆs, tal orientación es poco probable que
otorgue una ventaja estratØgica a la empresa. 
Desde este punto de vista resulta evidente
que el interØs estratØgico de la empresa
estarÆ mejor atendido cuanto mÆs segmentos
societarios se identifiquen de manera que se
atiendan cuantas mÆs interacciones posibles.
El propósito del anÆlisis de los grupos de
interØs es doble: por una parte, identificar las
necesidades y expectativas sociales no identi-
ficadas y cubrir las oportunidades y amena-
zas que existen en un determinado medio
social de la empresa y que pueden beneficiar
o perjudicar a la empresa.
Y en segundo lugar, hay que centrarse en
la evaluación de los programas sociales
implementados por la empresa. Esta valora-
ción se revelarÆ crítica para el futuro diseæo y
desarrollo de nuevas estrategias sociales.
En definitiva, los autores basan su mØtodo
en tres cuestiones clave:
1. Las medidas de los efectos a corto plazo
y largo plazo, no financieras e individuales
del impacto de la RSE, ¿ son observables y
susceptibles de verificación empírica?
2. La información sobre los programas de
RSE, ¿tienen un efecto positivo mensurable
en las actitudes de los stakeholders y en sus
intenciones de comportamiento hacia la
empresa?
Como ya hemos comentado, la difusión de
las prÆcticas de RSE puede justificarse en
tØrminos económicos en la medida que contri-
buyen a corregir ciertos fallos de mercado.
Los problemas generados por las asimetrías
de información y las externalidades negati-
vas, cuando son percibidos y valorados por
los grupos de interØs incrementan los costes
de oportunidad de realizar ciertas activida-
des económicas45. El problema fundamental
aquí sería la dificultad de medir cuantitativa-
mente los aspectos de RSE y expresarlos en
tØrminos monetarios.
3. ¿Tienen los programas de RSE un efec-
to diferenciado en los distintos tipos de stake-
holders?
Esta perspectiva de anÆlisis ofrece dos
ventajas. Por un lado, permite ahondar en las
repercusiones sociales de los programas y
estrategias de RSE y vendrÆ a reforzar a lar-
go plazo la influencia financiera o no de los
stakeholders en las políticas de RSE, supe-
rando por tanto una de las principales debili-
dades de las actuales políticas de RSE46. Y
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45 El gasto en RSE deberÆ coincidir con el sobrepre-
cio que los clientes estØn dispuestos a pagar por disfrutar
los bienes y servicios producidos bajo criterios social-
mente responsables. La eficiencia se conseguiría cuando
los costes marginales de producción (o internos) mÆs los
costes marginales de las prÆcticas de RSE (o externos)
coincidan con el precio de los bienes y servicios. (Nieto).
46 Para estos autores, una perspectiva de mercado
ofrece dos beneficios. En primer lugar, maximiza la
por otro, permite abrir vías de medición de
bienes no cuantificables en tØrminos finan-
cieros. Así por ejemplo, este proceso permi-
tirÆ evidenciar el proceso lógico de la evolu-
ción de las actitudes de los stakeholders desde
el desconocimiento de los programas sociales
de la empresa hasta el conocimiento o actitu-
des mÆs activas como por ejemplo el consumo
Øtico o el boicot.
5. CONSIDERACIONES FINALES
El impulso decidido por los gobiernos en el
diseæo de políticas eficaces de RSE pasa por
el convencimiento de su potencial como una
poderosa palanca de cambio social.
El criterio de voluntariedad dominante
para la definición de políticas de RSE, no
limita la capacidad de los gobiernos para
aprobar medidas regulatorias sobre determi-
nados aspectos en relaciones laborales, socia-
les o medioambientales, si Østas son conside-
radas necesarias, o son resultado del diÆlogo
entre las distintas partes, empresas, trabaja-
dores y organizaciones sociales.
En este contexto, abogar œnicamente por
la voluntariedad es sinónimo de progreso
lento. Es preciso una política que defina una
estrategia y una estructura administrativa
de impulso, fomento y contenidos mínimos de
la RSE que no asuma a pie juntillas el marco
establecido desde la Comisión Europea y los
códigos internacionales, con todas sus caren-
cias. La evolución, desde la reticencia a la
responsabilidad social a la fase de convic-
ción, pasa no por su imposición sino por la
confianza en los beneficios que la RSE com-
porta. Y ello, desde la crítica de muchos de
los postulados de la RSE que comienzan a
convertirse en dogmas. Para ello resulta cru-
cial un refinamiento en el cÆlculo de los bene-
ficios de la RSE como un activo intangible
para la empresa y como instrumento de polí-
tica social y medioambiental para los Esta-
dos.
Esta perspectiva se refrendó en la Confe-
rencia de Venecia de 2003 del Consejo de la
UE, bajo el título «Papel de las políticas de
promoción de la RSE». En las conclusiones
relativas a las políticas pœblicas se declaró
que la RSE es una oportunidad para el mode-
lo social europeo y para los modelos sociales
nacionales reconociendo que cada país tiene
fórmulas diferentes y especialidades distin-
tas que inciden en distintos temas de la RSE
(trabajo, política social, medio ambiente, for-
mación...).
Por otra parte, aunque la Unión Europea
ha sancionado en diversos documentos el
planteamiento voluntario de la RSE, en la
Comunicación de 2002 «Una contribución
empresarial al desarrollo sostenible», la
Comisión proponía centrar su estrategia en
varios puntos: dar a conocer mejor la RSE y
facilitar el intercambio de experiencias y bue-
nas prÆcticas; promover la convergencia y la
transparencia de las prÆcticas y los instru-
mentos de RSE; creación de un Foro Multila-
teral Europeo sobre RSE y la integración de
la RSE en todas las políticas de la UE. Esta
œltima era, sin duda, la propuesta mÆs ambi-
ciosa: el reconocimiento del «mainstreaming
RSE» que implicaría convertir a la RSE en la
piedra de Ængulo no sólo de la política social
sino de todas las políticas comunitarias: jun-
to al mainstreaming de empleo (art. 127.2 del
Tratado), el de gØnero (art. 3.2), medio
ambiente (Cumbre de Gotemburgo) así como
los de juventud, discapacidad, política exte-
rior, protección de los consumidores, contra-
tacion pœblica, etc.47.
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oportunidad de intercambios positivos entre la empresa
y su medio ambiente sociopolítico. En consecuencia,
cuando se emplea una orientación basada en el merca-
do, los gestores pueden emplear un marco tØcnico que
les ayude en sus decisiones corporativas y en el desplie-
gue de recursos organizativos: tØcnicas de investigción
de mercados, anÆlisis costes-beneficios y acercamientos
de gestión de productos. 47 ALONSO, F., op. cit.
Se constata ademÆs que las autoridades
pœblicas, a todos los niveles, tienen un papel
de fomento y promoción de la RSE, en el ejer-
cicio de sus responsabilidades y que la UE
puede ofrecer el valor aæadido de un marco
europeo para el intercambio de experiencias
y prÆcticas; la aproximación de conceptos; la
creación de indicadores y una metodología
para la evaluación de acciones.
Por otra parte, los modelos de RSE que
aparecen en las guías, recomendaciones,
directrices o convenios internacionales estÆn
diseæados fundamentalmente para su imple-
mentación por las grandes empresas. Estas
disponen de mÆs medios, tienen mayor visibi-
lidad, estÆn mÆs presionadas y poseen una
cultura de empresa internacional. Por ejem-
plo, en Europa y Espaæa, el 80 y el 90% de las
empresas respectivamente, son pymes que
carecen de los medios y recursos necesarios
para implantar en su estrategia empresarial
una política de RSE; razón por la cual hay
que diseæar estrategias enfocadas específica-
mente a estas empresas.
En este contexto comunitario no hay que
desdeæar el papel de los Estados miembros.
Ante una Europa a 25 Estados miembros, o a
30 no va a ser fÆcil continuar armonizando
legislaciones nacionales por vía de la Directi-
va, como ha sido tradicional hasta el presen-
te, aunque los textos se aprueben por
mayoría y no por unanimidad48. Tampoco hay
que olvidar el necesario procedimiento de
codecisión, con el «macro» Parlamento Euro-
peo, despuØs de la ampliación49.
De ahí que, para avanzar en la armoniza-
ción y progreso social, una alternativa a la
RSE como planteamiento voluntario de las
empresas, y a un «marco europeo» que trata-
ra de fijar unas reglas mínimas (directrices,
objetivos comunes) para la armonización o
coordinación de sistemas mediante la aplica-
ción del «mØtodo abierto de coordinación»
como mØtodo comunitario, la constituyan los
parlamentos nacionales.
Hasta ahora las políticas pœblicas promo-
toras de la RSE mÆs exitosas internacional-
mente han tenido escaso reflejo en Espaæa50.
Son varias las razones que estÆn detrÆs del
escaso desarrollo de esta cultura empresarial
en nuestro país. Por una parte, porque el
tema es todavía poco conocido: la pobre tradi-
ción de movimientos sociales y del asociacio-
nismo en nuestro país, la trayectoria de con-
frontación entre los agentes sociales así como
la desconfianza que genera el abuso propa-
gandístico por parte de muchas empresas que
se autotitulan «empresa responsable». 
No obstante, nos encontramos ante un
momento esperanzador en la RSE. El 10 de
mayo de 2002, el grupo parlamentario socia-
lista presentó una proposición de ley RSC,
que sería rechazada por el Parlamento51. Pos-
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48 ALONSO, F., op. cit.
49 Frente al mØtodo normativo clÆsico (Reglamentos,
Directivas, Decisiones), ha surgido un mØtodo «no nor-
mativo», el «mØtodo abierto de coordinación», cuyo ori-
gen estÆ en el Tratado de `msterdam, que, en su artícu-
lo 128, establece la «estrategia europea del empleo» y
que fue definido, elevado a categoría y extendido a otras
Æreas por la Cumbre de Lisboa de 2000. La aplicación
del mØtodo abierto de coordinación se perfila como ins-
trumento clave para la definición de una estrategia euro-
pea de RSE.
50 Fundación Ecología y Desarrollo, Informe anual
2004, p. 56.
51 Proposición de ley sobre responsabilidad social
de las empresas (Proposición de ley 122/000210,
BOCG, nœm. 235-1, 10 de mayo de 2002, VII legislatu-
ra). Del mismo modo, el 14 de febrero de 2002, el PSOE
presentó una proposición de ley relativa a la modifica-
ción de la Ley 8/97 de Regulación de los Planes y Fondos
de Pensiones, para la introducción de criterios Øticos,
sociales y ecológicos y el impulso de la RSE, proposición
que tambiØn sería rechazada por el Parlamento. 
TambiØn cabría destacar la moción presentada por el
Grupo Parlamentario de Convergencia i Unió y aproba-
da con modificaciones el 12 de febrero de 2003. Esta
moción instaba al gobierno a tomar las medidas necesa-
rias para que las instituciones de inversión colectiva y los
planes y fondos de pensiones, tuvieran la obligación de
informar acerca de la utilización de criterios Øticos o de
responsabilidad social y medioambiental en la selección
de sus inversiones.
teriormente, el grupo parlamentario popular
instó al gobierno para que, en el seno del
Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales, se
creara una comisión tØcnica de expertos con
la finalidad de elaborar un informe sobre la
responsabilidad social de la empresa, que
permitiera evaluar y garantizar la eficacia y
oportunidad de los elementos que la integran
y en particular, sobre la conveniencia de ela-
borar Códigos de Buena Conducta, posibili-
dad de crear un organismo certificador o eva-
luador de la calidad social, la implementación
de una futura etiqueta social, y la realización
de auditorías e informes sociales.
Ya en la legislatura socialista, este Foro de
Expertos, con un enfoque multistakeholder,
integrado por miembros del sector privado,
ONG, universidades y otros organismos,
tenía el mandato de establecer una serie de
recomendaciones sobre políticas pœblicas de
apoyo a la RSE. Fruto de sus cuatro sesiones
de trabajo, este Foro ha emitido dos docu-
mentos de trabajo: el primero, sirve de marco
de referencia para su trabajo futuro, y donde
a grandes rasgos, se vienen a ratificar las
líneas directrices del Libro Verde de la RSE
de julio de 2001 en lo relativo a su integración
voluntaria en la empresa y a las pautas mar-
cadas por los referentes de las resoluciones y
documentos de instituicones internacionales
como la OCDE, la OIT o el Consejo Mundial
Empresarial sobre el Desarrollo Sostenible.
En el segundo, ofreciendo un marco estanda-
rizado para la presentación de la información
sobre RSE por parte de las empresas. Desde
la constatación de que el informe de RSE no
se ha extendido de manera generalizada
entre las empresas espaæolas, «se hace nece-
sario que desde los poderes pœblicos se aprue-
ben medidas que favorezcan que las empre-
sas realicen Informes Anuales de Responsa-
bilidad en Espaæa». En este sentido, «los
poderes pœblicos pondrÆn en marcha una
política pœblica de promoción del Informe de
RSE que tengan en consideración los siguien-
tes aspectos: apoyo tØcnico a las empresas;
catÆlogo de herramientas de información;
buenas prÆcticas de información; perfil de
empresas e instituciones incluidas en la polí-
tica de promoción; temas e indicadores de
medida susceptibles de ser incluídos en el
Informe de RSE; verificadores y el rol de su
labor de verificación; publicidad y transpa-
rencia del Informe de RSE. Estos aspectos
podrían constituir las líneas bÆsicas de estas
políticas. AdemÆs los poderes pœblicos pre-
sentarÆn la RSE a la PYME como un elemen-
to de competitividad.»
Otras iniciativas de corte institucional
son: 
 La Mesa de diÆlogo social: constituída
por Comisiones Obreras, UGT y CEOE,
que orientarÆ al gobierno en sus políti-
cas de RSE desde el punto de vista de
sindicatos y empresarios.
 La Subcomisión parlamentaria de RSE,
que publicarÆ en breve el futuro Libro
Blanco de la Responsabilidad Social
Corporativa, que definirÆ el papel del
Gobierno en el desarrollo de la Respon-
sabi l idad Social  Corporat iva en
Espaæa.
 La Comisión de expertos creada en el
seno de la Comisión Nacional del Mer-
cado de Valores (CNMV) que estÆ elabo-
rando la actualización de las normas de
transparencia y bueno gobierno de las
empresas espaæolas.
 La Fundación Carolina, que presentó,
en febrero de 2006, su plan de actuación
en materia de RSE encuandrÆndolo en
los instrumentos de la cooperación
espaæola.
Queda mucho por hacer: desde la delimita-
ción de obligaciones para las empresas cotiza-
das, mÆs allÆ de la publicación del informe de
buen gobierno corporativo, un marco promo-
tor de las inversiones Øticas de los fondos de
pensiones, la institución de organismos certi-
ficadores o evaluadores de la calidad social y
de etiquetas sociales homologadas, o la incor-
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poración de la RSE como criterio de selección
de proyectos en la política de cooperación al
desarrollo. Todas estas iniciativas necesitan
de una planificación, seguimiento y evalua-
ción desde las instancias pœblicas.
En definitiva, el punto de encuentro entre
la RSE y el desarrollo sostenible pasa por
concebir la responsabilidad social empresa-
rial como un terreno compartido donde la ini-
ciativa pœblica asuma el compromiso de esta-
blecer un marco coherente para la actuación
de los agentes privados y dotar de transver-
salidad a unas iniciativas que por su propia
naturaleza estÆn llamadas a afectar a mœlti-
ples interesados. 
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RESUMEN La RSE ha de ser la suma del conjunto de motivaciones, instrumentos y capacidades huma-
nas e institucionales en la que deben tener cabida tanto actores pœblicos como privados,
teniendo en cuenta tanto los estÆndares y prÆcticas internacionales como las prioridades y
particularidades nacionales y locales. Sin embargo, con las actuales iniciativas privadas, la
RSE corre el riesgo de ser capturada por los intereses empresariales, modulando una polí-
tica de RSE a la medida de sus necesidades estratØgicas y de sus inquietudes a corto plazo.
Estudios cada vez mÆs numerosos cuestionan la eficacia de la iniciativa privada: la inver-
sión socialmente responsable como incentivo de la RSE; unos estÆndares contables que no
reflejan la realidad de los países en desarrollo y que priman sobre los estÆndares sociales o
medioambientales; la credibilidad de las memorias de RSE y su potencial para cambiar el
comportamiento corporativo; los códigos de conducta como elemento cosmØtico e instru-
mento para eludir la acción legislativa, o la verdadera disposición y poder de compra del
consumidor frente a productos Øticos.
Sobre la base de sus fundamentos económicos y sociales, el presente trabajo pretende ofre-
cer una reflexión sobre las razones que fundamentan la necesidad de intervención legal
para la integración de la responsabilidad social en las empresas y las políticas pœblicas, y
los principales problemas que afectan al diseæo de políticas pœblicas de RSE, esbozado un
marco para la valoración del actual estatus de las prÆcticas de responsabilidad social
empresarial a nivel nacional.
